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Constitución y/o registro de partido político 

  JURISPRUDENCIA 
 

Shuta Yoma, A.C. 
 
VS 
 
Consejo General del Instituto Estatal 
Electoral y de Participación Ciudadana de 
Oaxaca 
 
Jurisprudencia 3/2013 
 

 
REGISTRO DE PARTIDOS O AGRUPACIONES POLÍTICAS. GARANTÍA DE 
AUDIENCIA.- De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 1°, 14, 35, 
fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que son 
derechos del ciudadano asociarse individual y libremente para tomar parte en forma 
pacífica en los asuntos políticos del país; que a toda persona se le debe dar la oportunidad 
de defenderse o manifestar lo que a su derecho corresponda previamente al acto de 
autoridad que pueda llegar a privarla de sus derechos y que las normas relativas a los 
derechos humanos se deben interpretar favoreciendo en todo tiempo a las personas la 
protección más amplia. En este sentido, se debe observar la garantía de audiencia en los 
procedimientos de registro de partidos o agrupaciones políticas, para lo cual, una vez 
verificada la documentación presentada, las autoridades electorales deben prevenir o dar 
vista a los solicitantes con las inconsistencias o irregularidades formales que se encuentren, 
a fin de conceder, en términos razonables, la oportunidad de que se subsanen o desvirtúen 
las respectivas observaciones. Lo anterior, a fin de implementar las medidas apropiadas y 
efectivas que lleven a su máxima dimensión el derecho fundamental de libre asociación 
política. 
 
Quinta Época: 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-1895/2012 .—Actora: Shuta Yoma, A.C.—Autoridad responsable: Consejo 
General del Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca.—3 de 

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2012/JDC/SUP-JDC-01895-2012.htm
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octubre de 2012.—Unanimidad de seis votos.—Ponente: María del Carmen Alanis 
Figueroa.—Secretarios: José Alfredo García Solís y Enrique Figueroa Ávila. 
 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-3218/2012 .—Actora: Organización “Democracia e Igualdad 
Veracruzana”.—Autoridad responsable: Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave.—9 de enero de 2013.—Unanimidad de seis 
votos.—Ponente: Manuel González Oropeza.—Secretario: Juan Manuel Arreola Zavala. 
 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-6/2013 .—Actora: Organización Ciudadana “Partido Progresista de 
Coahuila”.—Autoridad responsable: Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado de 
Coahuila de Zaragoza.—16 de enero de 2013.—Unanimidad de votos.—Ponente: Pedro 
Esteban Penagos López.—Secretario: Sergio Dávila Calderón. 
 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el veinte de febrero de dos mil trece, 
aprobó por unanimidad de seis votos la jurisprudencia que antecede y la declaró 
formalmente obligatoria. 
 
 
Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, Año 6, Número 12, 2013, páginas 13 y 14. 
 
 
  

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2012/JDC/SUP-JDC-03218-2012.htm
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2013/JDC/SUP-JDC-00006-2013.htm
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TESIS 

 
 

Convergencia 
 
vs. 
 
Consejo General del Instituto Federal 
Electoral 
 
Tesis LXXXI/2015 
 

AGRUPACIONES POLÍTICAS. IDONEIDAD Y FINALIDAD CONSTITUCIONAL DEL 
REQUISITO DE DENOMINACIÓN DISTINTA AL DE OTRA AGRUPACIÓN O 
PARTIDO.—- De la interpretación armónica de los artículos 9º, 35, fracción III, y 41 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 16 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, y 35, inciso b), del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, deriva que el requisito relativo a que la denominación adoptada 
por una agrupación para obtener el registro como partido político sea distinta a la de otras 
fuerzas políticas, persigue una finalidad constitucionalmente válida, dirigida a la protección 
del derecho de los mencionados institutos a ser identificables en el ámbito de su actuación; 
y desde otra arista a tutelar el ejercicio pleno de los derechos político-electorales de los 
ciudadanos para elegir de manera informada, libre y auténtica la opción política de su 
preferencia. En ese orden, cuando la autoridad administrativa electoral se pronuncia en 
relación con el registro solicitado por una agrupación debe efectuar un examen riguroso 
para asegurarse que la denominación sea distinta a la de otra agrupación o partido político 
y que no contenga elementos o rasgos que puedan generar confusión en las personas, lo 
que vulneraría principios esenciales que rigen el sufragio como son la libertad y 
autenticidad. 
 
 
Quinta Época:  
 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-00035/2005.—Recurrente: Convergencia.—Autoridad 
responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—2 de junio de 
2005.—Unanimidad de votos.—Ponente: Leonel Castillo González.—Secretaria: Claudia 
Pastor Badilla.  
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Recurso de apelación. SUP-RAP-75/2014.—Recurrente: Movimiento 
Ciudadano.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Nacional Electoral.—2 
de julio de 2014.—Unanimidad de votos.—Ponente: Constancio Carrasco 
Daza.—Ausentes: Manuel González Oropeza y Salvador Olimpo Nava 
Gomar.—Secretaria: Magali González Guillén.  
 
 
 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el catorce de octubre de dos mil 
quince, aprobó por unanimidad de votos la tesis que antecede. 
 
 
Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, Año 8, Número 17, 2015, páginas 57 y 58 
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Shuta Yoma, A.C. 
VS 
Consejo General del Instituto Estatal 
Electoral y de Participación Ciudadana de 
Oaxaca 
 
Tesis XXXI/2012 

 
COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBE MAXIMIZARSE EL DERECHO DE ASOCIACIÓN 
EN EL PROCEDIMIENTO DE REGISTRO DE PARTIDOS POLÍTICOS.- De la 
interpretación sistemática y funcional de los artículos 1°, 2, 9, 35, fracción III, 41 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 7, 20, 21 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos; 25, 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos; XX, XXII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 1, 
2, 16, 23 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos y del Convenio 169 sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional 
del Trabajo, se desprende la obligación de las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, de interpretar los derechos humanos de la manera más favorable a la 
persona y que la calidad de indígena constituye una condición extraordinaria que debe ser 
tutelada y protegida. En ese contexto, cuando los integrantes de comunidades indígenas 
solicitan el registro de un partido político, las autoridades electorales tienen el deber de 
interpretar y aplicar las disposiciones relativas a los procedimientos de registro y 
constitución del mismo, de la manera más favorable, adoptando las medidas 
compensatorias y adecuadas para maximizar su derecho de asociación y participación 
política, con lo que se cumplen los objetivos de máxima inclusión y acceso al sistema 
democrático. 
 
Quinta Época: 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-1895/2012 .—Actora: Shuta Yoma, A.C.—Autoridad responsable: Consejo 
General del Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca.—3 de 
octubre de 2012.—Unanimidad de seis votos.—Ponente: María del Carmen Alanis 
Figueroa.—Secretarios: José Alfredo García Solís y Enrique Figueroa Ávila 
 

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2012/JDC/SUP-JDC-01895-2012.htm
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La Sala Superior en sesión pública celebrada el treinta y uno de octubre de dos mil 
doce, aprobó por mayoría de seis votos la tesis que antecede.  
 
Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, Año 5, Número 11, 2012, páginas 35 y 36. 
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Partido de la Sociedad Nacionalista 
VS 
Pleno del Tribunal Electoral del Estado de 
Nuevo León 
 
Tesis LXXII/2002 

 
FINANCIAMIENTO PÚBLICO ESTATAL. FORMA EN QUE SE OTORGA A LOS 
PARTIDOS QUE HAYAN OBTENIDO SU REGISTRO CON POSTERIORIDAD A LA 
ÚLTIMA ELECCIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).- El artículo 50, 
fracción IV, de la Ley Electoral del Estado de Nuevo León, establece que aquellos partidos 
políticos que hayan obtenido su registro con fecha posterior a la última elección, tendrán 
derecho a que se les otorgue financiamiento público estatal en un monto equivalente a los 
partidos políticos que contendieron en tal elección y obtuvieron en ella el 1.5% de la 
votación. La correcta interpretación de este precepto debe ser en el sentido de que los 
partidos políticos mencionados exclusivamente tienen derecho a participar en la repartición 
del 70% del financiamiento a que alude la primera parte del párrafo sexto del artículo 42 de 
la Constitución Política del Estado de Nuevo León, que se distribuye de acuerdo al 
porcentaje de votación obtenido en la última elección de diputados locales, que en el caso 
sería de 1.5%; pero no tendría derecho a participar en la distribución del 30% restante, que 
se asigna en forma igualitaria entre los partidos políticos con representación en el Congreso 
del Estado, conforme a lo establecido en la segunda parte del párrafo constitucional en 
mención. En efecto, la interpretación de la fracción IV en comento es clara, en el sentido de 
que el financiamiento para los citados partidos debe ser equivalente a haber obtenido el 
1.5% de la votación, mas no que se les confieran todos los derechos previstos en la 
Constitución local y en la ley a favor de los partidos que efectivamente contendieron en la 
elección de diputados y en realidad hayan obtenido el 1.5% de la votación, como sería el 
caso de la asignación de por lo menos un diputado por el principio de representación 
proporcional mediante el porcentaje mínimo, en términos de los artículos 211, fracción I, 
inciso a) y 214, fracción I, de la ley electoral local y que en virtud a esto tuvieran derecho a 
participar en la asignación del financiamiento correspondiente a los partidos con 
representación en el Congreso, pues para poder considerarlo así hubiera sido necesario 
que en la fracción IV de referencia se hubiera establecido ordenamiento expreso en este 
sentido, y ante la omisión del legislador, se debe entender que su intención fue que dichos 
partidos únicamente participaran en la asignación del 70% del financiamiento. 
 
Tercera Época: 
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Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-042/2000 . Partido de la Sociedad 
Nacionalista. 10 de mayo de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo 
González. Secretario: Jesús Eduardo Hernández Fonseca. 
 
Notas: El contenido del artículo 42, párrafo 6, de la Constitución Política del Estado de 
Nuevo León interpretado en esta tesis, corresponde con el 42, párrafo 9 del ordenamiento 
vigente a la fecha de publicación de la presente Compilación. 
 
La Sala Superior en sesión celebrada el treinta de mayo de dos mil dos, aprobó por 
unanimidad de votos la tesis que antecede. 
 
Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 6, Año 2003, página 139. 
 
 
  

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2000/JRC/SUP-JRC-00042-2000.htm
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Asociación denominada “Partido 
Socialdemócrata” 
 
VS 
 
Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y 
Partidos Políticos del Instituto Federal 
Electoral 
 
Tesis XXXVI/99 
 

PARTIDOS POLÍTICOS. SU REGISTRO TIENE CARÁCTER CONSTITUTIVO.- Dado el 
papel que tienen los partidos políticos dentro de la estructura del Estado, como cuerpos 
intermedios de la sociedad que coadyuvan a integrar la representación nacional y a la 
formación del poder público, no es concebible que cualquier organización o asociación de 
ciudadanos con fines políticos pueda tener la categoría de partido político, sobre todo 
porque el carácter de interés público que tienen reconocido los partidos políticos implica 
que el Estado tenga la obligación de asegurar las condiciones para su desarrollo y de 
propiciar y suministrar los elementos que estos requieren en su acción destinada a recabar 
la adhesión ciudadana. Es por ello que el legislador ordinario estableció un procedimiento 
claro y preciso para que las organizaciones de ciudadanos o las agrupaciones políticas que 
pretendan constituirse como partidos políticos para participar en las elecciones federales 
obtengan su registro ante el Instituto Federal Electoral. La organización o agrupación 
política que pretenda constituirse en partido político para participar en las elecciones 
federales debe obtener su registro ante el Instituto Federal Electoral, siendo importante 
destacar que dicho registro, dadas sus características particulares, tiene efectos 
constitutivos, toda vez que los derechos y obligaciones correlativos al carácter de partido 
político provienen precisamente del acto de autoridad consistente en otorgar el registro 
correspondiente. En efecto, el que la denominación de “partido político nacional” se reserve, 
para los efectos del propio código, a las organizaciones políticas que obtengan su registro 
como tal, es porque se ha cumplido con los requisitos y procedimientos que el código de la 
materia establece sobre el particular, lo que se traduce en que quienes se constituyan como 
partidos políticos nacionales, obteniendo el referido registro, adquieren la correspondiente 
personalidad jurídica que además les permite gozar de los derechos y prerrogativas 
electorales, a la vez que quedan sujetos a las obligaciones que establecen tanto la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como el Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales. 
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Tercera Época: 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-021/99 . Asociación denominada “Partido Socialdemócrata”. 25 de agosto de 
1999. Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez. Secretario: Carlos 
Vargas Baca. 
 
La Sala Superior en sesión celebrada el once de noviembre de mil novecientos 
noventa y nueve, aprobó por unanimidad de votos la tesis que antecede. 
 
Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 3, Año 2000, páginas 59 y 60. 
 
 
 
  

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/1999/JDC/SUP-JDC-00021-1999.htm
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Organización Política Partido de la 
Sociedad Nacionalista 
VS 
Instituto Federal Electoral, a través de la 
Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y 
Partidos Políticos 
 
Tesis I/97 

 
REGISTRO DE PARTIDO POLÍTICO. NEGATIVA IMPLÍCITA.- La declaratoria de 
improcedencia a la notificación formulada por la actora, de su propósito de iniciar trámites 
para obtener el registro como partido político nacional, entraña, implícitamente, una 
negativa del otorgamiento del registro pretendido, en tanto que, la consecuencia jurídica del 
apuntado proceder de la autoridad responsable, es la de que la promovente no pueda 
realizar los subsecuentes actos tendientes a demostrar que cumple con los requisitos 
señalados por la ley para obtener dicho registro, lo que hace se surta la hipótesis prevista 
por los artículos 79, párrafo 1 y 80 párrafo 1, inciso e), de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral, para que la determinación relativa sea 
impugnable y, por ende, examinable a través del juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano establecido por tales preceptos, pues es evidente que la 
finalidad de dichas normas jurídicas consiste en tutelar a los ciudadanos que ven frustrada 
su intención exteriorizada de obtener el registro de un partido o agrupación política, y esto 
se da, tanto en los casos en que se sigue el procedimiento legal correspondiente y se niega 
de manera expresa dicho registro en la resolución con la que concluye, como cuando por 
cualquier acto del Instituto Federal Electoral se deniega el trámite a la solicitud que se 
presente al efecto o se da por concluido el procedimiento sin pronunciarse sobre la petición 
de registro. Por tanto, el mencionado juicio debe considerarse procedente en cualquiera de 
tales hipótesis y no solo cuando se emite una resolución formal en que exista una negativa 
expresa. 
 
Tercera Época: 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-002/96 . Organización Política Partido de la Sociedad Nacionalista. 23 de 
diciembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. 
 
 
La Sala Superior en sesión celebrada el veinticinco de septiembre de mil 
novecientos noventa y siete, aprobó por unanimidad de votos la tesis que antecede. 

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/1996/JDC/SUP-JDC-00002-1996.htm
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Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 1, Año 1997, páginas 65 y 66. 
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DOCUMENTOS BÁSICOS 
JURISPRUDENCIA 

 
Juan Hernández Rivas 
 
VS 
 
Consejo General del Instituto Federal 
Electoral 
 
Jurisprudencia 41/2014 
 

 
INTERPRETACIÓN DE ESTATUTOS PARTIDISTAS CONFORME CON LA 
CONSTITUCIÓN. FACULTAD DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL 
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN DE ORDENAR LA INSERCIÓN EN LAS 
PUBLICACIONES ESTATUTARIAS DEL ALCANCE O SENTIDO DE LA NORMA.- 
Cuando la interpretación conforme de un precepto estatutario de un partido político resulte 
la única forma de considerarlo válido, constitucional y legalmente, la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación está facultada para ordenar la 
inclusión de un texto conciso de esa interpretación en las publicaciones del ordenamiento 
partidista realizadas por acuerdo o por cuenta de cualquiera de los órganos del partido 
político, por ser el medio más idóneo para restituir en el goce de los derechos susceptibles 
de ser violados con otra interpretación en perjuicio de la militancia del partido y ser acorde 
con la tendencia de los tribunales constitucionales contemporáneos. Ciertamente, según lo 
previsto en los párrafos primero, y cuarto fracción III, del artículo 99 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable sobre las 
impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, cuando violenten 
normas constitucionales o legales, por ser la máxima autoridad jurisdiccional en la materia, 
con excepción de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 de la propia Constitución; en 
los artículos 6, párrafo 3, y 84, párrafo 1, inciso b), de la Ley General del Sistema de Medios 
de Impugnación en Materia Electoral se establecen como facultades del Tribunal Electoral, 
revocar o modificar el acto o resolución impugnado, y restituir al ciudadano en el goce del 
derecho político-electoral violado, de lo cual se infiere la facultad para proveer lo necesario 
o tomar las medidas eficaces para asegurar el respeto del derecho declarado a todos los 
beneficiados con el fallo. Por tanto, acorde con su naturaleza y atribuciones de tribunal 
constitucional, una vez establecido el alcance de las normas, con el fin de dar cumplimiento 
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a los principios de legalidad, seguridad jurídica y certeza, previstos en los artículos 41, 
párrafo segundo, fracciones III y IV, y 116, fracción IV, incisos b) y d), de la Constitución 
federal, está facultado para ordenar la inserción correspondiente en el cuerpo normativo. 
 
Quinta Época: 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-803/2002 .—Actor: Juan Hernández Rivas.—Autoridad responsable: Consejo 
General del Instituto Federal Electoral.—7 de mayo de 2004.—Unanimidad de 
votos.—Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez.—Secretarios: Gustavo Avilés Jaimes y 
Juan Carlos Silva Adaya. 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-344/2005 .—Actor: José Luis Amador Hurtado.—Autoridad responsable: 
Secretaría del Consejo General del Instituto Federal Electoral.—11 de agosto de 
2005.—Unanimidad de seis votos.—Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata.—Secretaria: 
Karla María Macías Lovera. 
 
 
Juicios para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-425/2007  y acumulados.—Actores: Gerardo Cortinas Murra y 
otros.—Responsable: Comisión Nacional de Procedimientos Internos del Partido Verde 
Ecologista de México.—10 de mayo de 2007.—Unanimidad de votos.—Ponente: Pedro 
Esteban Penagos López.—Secretarios: Eduardo Hernández Sánchez y Sergio Arturo 
Guerrero Olvera. 
 
 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el ocho de octubre de dos mil catorce, 
aprobó por unanimidad de cinco votos la jurisprudencia que antecede y la declaró 
formalmente obligatoria. 
 
Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, Año 7, Número 15, 2014, páginas 41, 42 y 43. 
 

 
 

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2002/JDC/SUP-JDC-00803-2002.htm
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2005/JDC/SUP-JDC-00344-2005.htm
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2007/JDC/SUP-JDC-00425-2007.htm
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Democracia Social, Partido Político 
Nacional y otros 
 
vs. 
 
Consejo General del Instituto Federal 
Electoral 
 
Jurisprudencia 34/2010 

 
EMBLEMA DE PARTIDOS POLÍTICOS Y COALICIONES. CONCEPTO.- El Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales no proporciona mayores elementos 
para definir el vocablo emblema, pero esta situación demuestra que el legislador al emplear 
esa palabra lo hizo en la acepción que corresponde al uso común y generalizado, práctica 
que se observa en los ordenamientos legales, e inclusive en actos administrativos y en 
sentencias de los tribunales; por tanto, conforme a la bibliografía jurídica y general, el 
emblema exigido a los partidos políticos y a las coaliciones consiste en la expresión gráfica, 
formada por figuras, jeroglíficos, dibujos, siglas, insignias, distintivos o cualquiera otra 
expresión simbólica, que puede incluir o no alguna palabra, leyenda o lema. 
 
 
Cuarta Época:  
 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-38/99 y acumulados.—Actores: Democracia Social, 
Partido Político Nacional y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto 
Federal Electoral.—7 de enero de 2000.—Mayoría de seis votos.—Ponente: Leonel Castillo 
González.—Disidente: José Luis de la Peza.—Secretario: Arturo Fonseca Mendoza.  
 
 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-126/2010 y acumulados.—Actores: 
Partido Revolucionario Institucional y otros.—Autoridad responsable: Tribunal Estatal 
Electoral de Sinaloa.—26 de mayo de 2010.—Unanimidad de votos en los resolutivos 
primero a octavo y mayoría de cuatro votos en cuanto al noveno a undécimo.—Ponente: 
María del Carmen Alanis Figueroa.—Disidentes: Constancio Carrasco Daza, Manuel 
González Oropeza y Salvador Olimpo Nava Gomar.—Secretarios: Enrique Figueroa Ávila, 
Mauricio Huesca Rodríguez y Carlos Vargas Baca.  
 
 
 

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2010/JRC/SUP-JRC-00126-2010.htm
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Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-163/2010 y acumulado.—Actoras: 
Coalición “El Cambio es Ahora por Sinaloa” y otra.—Autoridad responsable: Consejo 
Estatal Electoral de Sinaloa.—3 de junio de 2010.—Unanimidad de cuatro votos en los 
puntos resolutivos primero, segundo y cuarto y por mayoría de tres votos en los restantes 
puntos resolutivos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—Disidente: Salvador Olimpo 
Nava Gomar.—Secretario: Eugenio Isidro Gerardo Partida Sánchez.  
 
 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el seis de octubre de dos mil diez, 
aprobó por unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede y la declaró 
formalmente obligatoria. 
 
Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, Año 3, Número 7, 2010, páginas 22 y 23. 
 

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2010/JRC/SUP-JRC-00163-2010.htm
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Sala Superior 
 
VS 
 
Sala Regional Correspondiente a la 
Segunda Circunscripción Plurinominal, 
con sede en Monterrey, Nuevo León 
 
Jurisprudencia 6/2010 
 

 
REFORMA AL ESTATUTO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. SU VIGENCIA INICIA 
DESPUÉS DE SU PUBLICACIÓN EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN.- De 
acuerdo con la interpretación sistemática y funcional de los artículos 38, párrafo 1, inciso I), 
y 117, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 
atendiendo a los principios generales del Derecho de publicidad de los ordenamientos de 
carácter general, certeza y seguridad jurídica, para la obligatoriedad y vigencia de la 
reforma al estatuto de un partido político, es necesaria la publicación en el Diario Oficial de 
la Federación, de la resolución del Consejo General del Instituto Federal Electoral, por la  
cual declare su procedencia constitucional y legal, en consecuencia la aludida vigencia, por 
regla general, inicia a partir del día siguiente de su publicación, sin embargo, como 
excepción, la norma estatutaria reformada puede preveer el inicio de vigencia en fecha 
diversa, siempre que la misma sea posterior a la aludida publicación, momento a partir del 
cual la norma reformada será de carácter obligatorio. 
 
Cuarta Época: 
 
 
Contradicción de Criterios. SUP-CDC-2/2010 .—Entre los sustentados por la Sala Superior 
y la Sala Regional Correspondiente a la Segunda Circunscripción Plurinominal, con sede en 
Monterrey, Nuevo León, ambas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación.—3 de marzo de 2010.—Unanimidad de votos.—Ponente: Flavio Galván 
Rivera.—Secretario: Francisco Javier Villegas Cruz. 
 
 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el tres de marzo de dos mil diez, 
aprobó por unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede y la declaró 
formalmente obligatoria. 

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2010/CDC/SUP-CDC-00002-2010.htm
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Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, Año 3, Número 6, 2010, páginas 32 y 33. 
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Asociación Partido Popular Socialista 
 
VS 
 
Consejo General del Instituto Federal 
Electoral 
 
Jurisprudencia 3/2005 
 

 
ESTATUTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. ELEMENTOS MÍNIMOS PARA 
CONSIDERARLOS DEMOCRÁTICOS.- El artículo 27, apartado 1, incisos c) y g), del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, impone a los partidos 
políticos la obligación de establecer en sus estatutos, procedimientos democráticos para la 
integración y renovación de los órganos directivos; sin embargo, no define este concepto, ni 
proporciona elementos suficientes para integrarlo jurídicamente, por lo que es necesario 
acudir a otras fuentes para precisar los elementos mínimos que deben concurrir en la 
democracia; los que no se pueden obtener de su uso lingüístico, que comúnmente se 
refiere a la democracia como un sistema o forma de gobierno o doctrina política favorable a 
la intervención del pueblo en el gobierno, por lo que es necesario acudir a la doctrina de 
mayor aceptación, conforme a la cual, es posible desprender, como elementos comunes 
característicos de la democracia a los siguientes: 1. La deliberación y participación de los 
ciudadanos, en el mayor grado posible, en los procesos de toma de decisiones, para que 
respondan lo más fielmente posible a la voluntad popular; 2. Igualdad, para que cada 
ciudadano participe con igual peso respecto de otro; 3. Garantía de ciertos derechos 
fundamentales, principalmente, de libertades de expresión, información y asociación, y 4. 
Control de órganos electos, que implica la posibilidad real y efectiva de que los ciudadanos 
puedan elegir a los titulares del gobierno, y de removerlos en los casos que la gravedad de 
sus acciones lo amerite. Estos elementos coinciden con los rasgos y características 
establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que recoge la 
decisión de la voluntad soberana del pueblo de adoptar para el Estado mexicano, la forma 
de gobierno democrática, pues contempla la participación de los ciudadanos en las 
decisiones fundamentales, la igualdad de éstos en el ejercicio de sus derechos, los 
instrumentos para garantizar el respeto de los derechos fundamentales y, finalmente, la 
posibilidad de controlar a los órganos electos con motivo de sus funciones. Ahora bien, los 
elementos esenciales de referencia no deben llevarse, sin más, al interior de los partidos 
políticos, sino que es necesario adaptarlos a su naturaleza, a fin de que no les impidan 
cumplir sus finalidades constitucionales. De lo anterior, se tiene que los elementos mínimos 
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de democracia que deben estar presentes en los partidos políticos son, conforme al artículo 
27, apartado 1, incisos b), c) y g) del código electoral federal, los siguientes: 1. La asamblea 
u órgano equivalente, como principal centro decisor del partido, que deberá conformarse 
con todos los afiliados, o cuando no sea posible, de un gran número de delegados o 
representantes, debiéndose establecer las formalidades para convocarla, tanto 
ordinariamente por los órganos de dirección, como extraordinariamente por un número 
razonable de miembros, la periodicidad con la que se reunirá ordinariamente, así como el 
quórum necesario para que sesione válidamente; 2. La protección de los derechos 
fundamentales de los afiliados, que garanticen el mayor grado de participación posible, 
como son el voto activo y pasivo en condiciones de igualdad, el derecho a la información, 
libertad de expresión, libre acceso y salida de los afiliados del partido; 3. El establecimiento 
de procedimientos disciplinarios, con las garantías procesales mínimas, como un 
procedimiento previamente establecido, derecho de audiencia y defensa, la tipificación de 
las irregularidades así como la proporcionalidad en las sanciones, motivación en la 
determinación o resolución respectiva y competencia a órganos sancionadores, a quienes 
se asegure independencia e imparcialidad; 4. La existencia de procedimientos de elección 
donde se garanticen la igualdad en el derecho a elegir dirigentes y candidatos, así como la 
posibilidad de ser elegidos como tales, que pueden realizarse mediante el voto directo de 
los afiliados, o indirecto, pudiendo ser secreto o abierto, siempre que el procedimiento 
garantice el valor de la libertad en la emisión del sufragio; 5. Adopción de la regla de 
mayoría como criterio básico para la toma de decisiones dentro del partido, a fin de que, con 
la participación de un número importante o considerable de miembros, puedan tomarse 
decisiones con efectos vinculantes, sin que se exija la aprobación por mayorías muy 
elevadas, excepto las de especial trascendencia, y 6. Mecanismos de control de poder, 
como por ejemplo: la posibilidad de revocar a los dirigentes del partido, el endurecimiento 
de causas de incompatibilidad entre los distintos cargos dentro del partido o públicos y 
establecimiento de períodos cortos de mandato. 
 
Tercera Época: 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-781/2002 . Asociación Partido Popular Socialista. 23 de agosto de 2002. 
Unanimidad de votos. 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-021/2002 . José Luis Amador Hurtado. 3 de septiembre de 2003. Unanimidad de 

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2002/JDC/SUP-JDC-00781-2002.htm
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2002/JDC/SUP-JDC-00021-2002.htm
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votos. 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-259/2004 . José Luis Sánchez Campos. 28 de julio de 2004. Unanimidad de 
votos. 
 
 
La Sala Superior en sesión celebrada el primero de marzo de dos mil cinco, aprobó 
por unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente 
obligatoria. 
 
Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005. Compilación Oficial, Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, páginas 120 a 122. 
  

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2004/JDC/SUP-JDC-00259-2004.htm
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Coalición Alianza por el Cambio 
 
VS 
 
Consejo General del Instituto Federal 
Electoral 
 
Jurisprudencia 14/2003 

 
EMBLEMA DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. SUS COLORES Y DEMÁS ELEMENTOS 
SEPARADOS, NO GENERAN DERECHOS EXCLUSIVOS PARA EL QUE LOS 
REGISTRÓ.- En el inciso a) del párrafo 1 del artículo 27 del Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales, se dispone que los estatutos de los partidos políticos 
establecerán la denominación del propio partido, el emblema y el color o colores que lo 
caractericen y diferencien de otros partidos políticos. De la literalidad de este precepto no se 
advierte que la adopción de determinados colores, símbolos, lemas y demás elementos 
separados que conforman el emblema de un partido político, le generen el derecho 
exclusivo para usarlos frente a otros partidos políticos, dado que el uso de esos elementos 
en el emblema de dos o más partidos políticos, no conduce, de por sí, al incumplimiento del 
objeto para el que están previstos (caracterizar y diferenciar a los partidos políticos), sino 
que esto sólo se puede dar en el caso de que su combinación produzca unidades o 
productos similares o semejantes que puedan confundir a quien los aprecie u observe, e 
impedirles que puedan distinguir con facilidad a cuál partido político pertenece uno y otro. 
En atención a esto, legalmente no podría considerarse que existe el derecho de uso 
exclusivo de los elementos separados de los emblemas registrados por los partidos 
políticos, sino que, por el contrario, existe plena libertad para registrar los signos de 
identidad compuestos con uno o varios de esos elementos, aunque otros también los usen 
en los propios, siempre con la previsión de que la unidad que formen no pueda generar 
confusión con la de otro partido, para lo cual podría servir como elemento distintivo la 
combinación que se les da, como el orden y lugar en que se empleen, el tamaño del espacio 
que cubran, la forma que se llene con ellos, su adición con otros colores o elementos, 
etcétera. En este sentido, la utilización de tales elementos, cuando no inducen a confusión, 
en los emblemas de distintos partidos políticos, no puede estimarse violatoria de 
disposición legal alguna, sino un acto de cumplimiento de una norma de orden público. 
 
Tercera Época: 
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Recurso de apelación. SUP-RAP-003/2000  y acumulados. Coalición Alianza por el 
Cambio. 16 de febrero de 2000. Unanimidad de votos. 
 
 
 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-065/2000  y acumulados. Coalición 
Alianza por Campeche. 17 de mayo de 2000. Unanimidad de votos. 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-020/2002 . Convergencia por la Democracia, Partido 
Político Nacional. 20 de septiembre de 2002. Unanimidad de votos. 
 
La Sala Superior en sesión celebrada el treinta y uno de julio de dos mil tres, aprobó 
por unanimidad de seis votos la jurisprudencia que antecede y la declaró 
formalmente obligatoria. 
 
Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 7, Año 2004, páginas 14 y 15. 
 
 
 

 
  

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2000/RAP/SUP-RAP-00003-2000.htm
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2000/JRC/SUP-JRC-00065-2000.htm
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2002/RAP/SUP-RAP-00020-2002.htm
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Miguel Ángel Garza Vázquez 
 
VS 
 
Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y 
Partidos Políticos del Instituto Federal 
Electoral 
 
Jurisprudencia 11/2001 
 

 
ESTATUTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. SURTEN SUS EFECTOS MIENTRAS NO 
SEA DECLARADA SU NULIDAD.- Conforme con la doctrina jurídica, el derecho positivo y 
la jurisprudencia de los tribunales federales, los actos afectados de nulidad absoluta se 
clasifican, en atención al grado o forma de su ineficacia, en dos categorías: a) Los actos en 
que la ineficacia opera por ministerio de la ley, de manera que no producen efecto alguno, 
provisional o definitivo, por lo que no es necesario hacerla valer por los interesados 
mediante una instancia de petición o por vía de acción o de excepción, sino que la autoridad 
competente, casi siempre un órgano jurisdiccional, debe tomarla en cuenta de oficio para la 
emisión de los actos o la toma de decisiones que tengan relación con el acto que se 
encuentra afectado con la nulidad mencionada, una vez que estén satisfechos y 
demostrados los requisitos que la pongan de manifiesto. b) Los actos afectados de nulidad 
absoluta que producen provisionalmente sus efectos, mientras no sea declarada su 
ineficacia por la autoridad competente, ordinariamente un tribunal jurisdiccional, y para cuya 
declaración se hace indispensable la petición o instancia concreta en tal sentido, de parte 
interesada, comúnmente mediante el ejercicio de una acción o la oposición de una defensa 
o excepción, sin que sean los únicos medios, ya que para esto debe estarse al régimen 
legal positivo aplicable a cada caso. En el sistema jurídico mexicano la regla se constituye 
con las ineficacias de la segunda clase, en la cual los actos afectados de nulidad absoluta 
producen siempre sus efectos provisionalmente, mientras no se haga la declaratoria 
correspondiente por la autoridad competente, como respuesta a la petición, acción o 
excepción, que haga valer parte interesada; y la excepción se constituye con la ineficacia de 
pleno derecho, la cual debe estar consignada expresamente en la ley. En la legislación 
electoral no existen elementos para considerar que el legislador la haya sustraído del 
sistema mencionado en cuanto al grado o forma de la ineficacia de los actos nulos, dado 
que no existen disposiciones determinantes de que dichas nulidades operen de manera 
diferente. Antes bien, en la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral, las normas que hacen referencia a la nulidad de la votación recibida en las 
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casillas y a la nulidad de las elecciones, se encuentran reguladas de tal manera, que 
conduce a que tales actos producen sus efectos mientras no sea declarada legalmente su 
nulidad, y para este efecto, establece la vía de los medios de impugnación, que se inician 
necesariamente a instancia de parte mediante el ejercicio de una acción, además, no existe 
disposición alguna que determine que la nulidad de los estatutos de un partido político 
nacional opera de pleno derecho, entonces mientras los estatutos de un partido político no 
sean declarados inconstitucionales por una autoridad competente, estos continúan 
surtiendo sus efectos, de manera que si la renovación de un órgano directivo no se hace 
con apego a ellos, sino mediante otros procedimientos, mientras prevalezca esa situación 
de producción de efectos de los estatutos, no existe base jurídica para considerar que los 
actos ejecutados de modo diferente a su preceptiva sean actos o procedimientos válidos. 
 
Tercera Época: 
 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-036/99 . Miguel Ángel Garza Vázquez, por su propio 
derecho y ostentándose como presidente de la Comisión Ejecutiva Nacional del Partido 
Verde Ecologista de México. 16 de febrero de 2000. Unanimidad de votos. 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-002/2001 . Héctor Felipe Hernández Godínez, por su 
propio derecho y ostentándose como miembro de la Comisión Ejecutiva Nacional del 
Partido del Trabajo. 30 de enero de 2001. Unanimidad de votos. 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-001/2001 . Carlos Alberto Macías Corcheñuk, por su 
propio derecho y ostentándose como presidente de la Comisión Ejecutiva Nacional del 
Partido Verde Ecologista de México. 26 de febrero de 2001. Unanimidad de votos. 
 
La Sala Superior en sesión celebrada el dieciséis de noviembre del año dos mil uno, 
aprobó por unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede y la declaró 
formalmente obligatoria. 
 
Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 5, Año 2002, páginas 15 y 16. 
  

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/1999/RAP/SUP-RAP-00036-1999.htm
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2001/RAP/SUP-RAP-00002-2001.htm
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2001/RAP/SUP-RAP-00001-2001.htm
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TESIS 
 

 
Emiliano Fernández Canales y otros 
 
VS 
 
Presidente del Comité Ejecutivo Nacional 
del Partido Convergencia y otros 
 
Tesis IX/2012 

 
DOCUMENTOS BÁSICOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. SUS MODIFICACIONES 
RIGEN SU VIDA INTERNA DESDE SU APROBACIÓN POR EL ÓRGANO PARTIDISTA 
CORRESPONDIENTE.- De la interpretación sistemática de los artículos 41, párrafo 
segundo, base I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 38, apartado 
1, inciso l), 46, apartado 1, 47, apartado 1 y 117, apartado 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, se colige que las modificaciones a los 
documentos básicos de un partido político, rigen la vida interna del mismo desde el 
momento de su aprobación por el órgano correspondiente y sólo dejan de surtir efectos a 
partir de que alguna autoridad competente declare la inconstitucionalidad o ilegalidad de los 
mismos, pues dichas modificaciones son producto del derecho de autoorganización y 
autogobierno de dichos institutos. En ese sentido, si la autoridad competente determina la 
inconstitucionalidad o ilegalidad de las modificaciones estatutarias, los actos realizados al 
amparo de las mismas y que no fueron controvertidos, surtirán efectos legales. 
 
Quinta Época: 
 
 
Juicios para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-4938/2011  y acumulados.—Actores: Emiliano Fernández Canales y 
otros.—Responsables: Presidente del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Convergencia 
y otros.—28 de julio de 2011.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna 
Ramos.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Fernando Ramírez Barrios. 
 
 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el catorce de marzo de dos mil doce, 
aprobó por mayoría de cinco votos la tesis que antecede. 
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Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, Año 5, Número 10, 2012, páginas 51 y 52. 
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Juan Hernández Rivas 
VS 
Consejo General del Instituto Federal 
Electoral 
 
Tesis IX/2005 

 
ESTATUTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. ES ADMISIBLE SU INTERPRETACIÓN 
CONFORME.- Las normas estatutarias de un partido político son susceptibles de una 
interpretación sistemática, en particular, de una interpretación conforme con la 
Constitución, toda vez que si bien son normas infralegislativas lo cierto es que son normas 
jurídicas generales, abstractas e impersonales cuya validez depende, en último término, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, habida cuenta del principio de 
supremacía constitucional establecido en el artículo 133 constitucional, así como en lo 
dispuesto en los numerales 41, párrafo segundo, fracción I, de la propia Constitución; 27 y 
38, párrafo 1, inciso l), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, de 
donde se desprende que los partidos políticos tienen la atribución de darse sus propios 
estatutos y modificarlos, surtiendo de esta forma los mismos plenos efectos jurídicos en el 
subsistema normativo electoral. Ello debe ser así, toda vez que este tipo de argumento 
interpretativo, el sistemático y, en particular, el conforme con la Constitución, depende de la 
naturaleza sistemática del derecho. Restringir la interpretación conforme con la 
Constitución sólo a las normas legislativas implicaría no sólo desconocer tal naturaleza, que 
es un rasgo estructural del mismo, sino también restringir injustificadamente el alcance de lo 
dispuesto en el artículo 2, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral, en el que se establece que para la resolución de los 
medios impugnativos previstos en la propia ley, las normas (sin delimitar o hacer referencia 
específica a algún tipo de éstas) se interpretarán mediante los criterios gramatical, 
sistemático y funcional, así como de lo dispuesto en el artículo 3, párrafo 2, del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, según el cual la interpretación se 
hará conforme con dichos criterios. 
 
Tercera Época: 
 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-803/2002 . Juan Hernández Rivas. 7 de mayo de 2004. Unanimidad de votos. 
Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez. Secretario: Gustavo Avilés Jaimes. 
 

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2002/JDC/SUP-JDC-00803-2002.htm
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La Sala Superior en sesión celebrada el primero de marzo de dos mil cinco, aprobó 
por unanimidad de votos la tesis que antecede. 
 
Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005. Compilación Oficial, Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, página 561. 
 
  



 
DIRECCIÓN GENERAL DE JURISPRUDENCIA 

 

Juan Hernández Rivas 
VS 
Consejo General del Instituto Federal 
Electoral 
 
Tesis VIII/2005 

 
ESTATUTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. EL CONTROL DE SU 
CONSTITUCIONALIDAD Y LEGALIDAD DEBE ARMONIZAR EL DERECHO DE 
ASOCIACIÓN DE LOS CIUDADANOS Y LA LIBERTAD DE AUTOORGANIZACIÓN DE 
LOS INSTITUTOS POLÍTICOS.- Los partidos políticos son el resultado del ejercicio de la 
libertad de asociación en materia política, previsto en los artículos 9o., párrafo primero, 35, 
fracción III, y 41, párrafo segundo, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 22 y 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así 
como 16 y 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo cual conlleva la 
necesidad de realizar interpretaciones de las disposiciones jurídicas relativas que aseguren 
o garanticen el puntual respeto de este derecho y su más amplia y acabada expresión, en 
cuanto que no se haga nugatorio o se menoscabe su ejercicio por un indebido actuar de la 
autoridad electoral. En congruencia con lo anterior, desde la propia Constitución federal, se 
dispone que los partidos políticos deben cumplir sus finalidades atendiendo a lo previsto en 
los programas, principios e ideas que postulan, lo cual, a su vez, evidencia que desde el 
mismo texto constitucional se establece una amplia libertad o capacidad autoorganizativa 
en favor de dichos institutos políticos. Esto mismo se corrobora cuando se tiene presente 
que, en los artículos 25, 26 y 27 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales se prevén las disposiciones normativas mínimas de sus documentos básicos, 
sin que se establezca, en dichos preceptos, un entero y acabado desarrollo de los aspectos 
declarativos, ideológicos, programáticos, orgánicos, procedimentales y sustantivos, porque 
se suprimiría o limitaría indebidamente esa libertad autoorganizativa para el ejercicio del 
derecho de asociación en materia político-electoral que se establece en favor de los 
ciudadanos. Sin embargo, esa libertad o capacidad autoorganizativa de los partidos 
políticos, no es omnímoda ni ilimitada, ya que es susceptible de delimitación legal, siempre 
y cuando se respete el núcleo básico o esencial del correspondiente derecho 
político-electoral fundamental de asociación, así como de otros derechos fundamentales de 
los propios ciudadanos afiliados, miembros o militantes; es decir, sin suprimir, desconocer o 
hacer nugatoria dicha libertad gregaria, ya sea porque las limitaciones indebidamente 
fueran excesivas, innecesarias, no razonables o no las requiera el interés general, ni el 
orden público. De lo anterior deriva que en el ejercicio del control sobre la constitucionalidad 
y legalidad respecto de la normativa básica de los partidos políticos, la autoridad electoral 
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(administrativa o jurisdiccional), ya sea en el control oficioso o en el de vía de acción, deberá 
garantizar la armonización entre dos principios o valores inmersos, por una parte, el 
derecho político-electoral fundamental de asociación, en su vertiente de libre afiliación y 
participación democrática en la formación de la voluntad del partido, que ejercen 
individualmente los ciudadanos miembros o afiliados del propio partido político, y, por otra, 
el de libertad de autoorganización correspondiente a la entidad colectiva de interés público 
constitutiva de ese partido político. En suma, el control administrativo o jurisdiccional de la 
regularidad electoral se debe limitar a corroborar que razonablemente se contenga la 
expresión del particular derecho de los afiliados, miembros o militantes para participar 
democráticamente en la formación de la voluntad partidaria (específicamente, en los 
supuestos legalmente previstos), pero sin que se traduzca dicha atribución de verificación 
en la imposición de un concreto tipo de organización y reglamentación que proscriba la 
libertad correspondiente del partido político, porque será suficiente con recoger la esencia 
de la obligación legal consistente en el establecimiento de un mínimo democrático para 
entender que así se dé satisfacción al correlativo derecho de los ciudadanos afiliados, a fin 
de compatibilizar la coexistencia de un derecho individual y el que atañe a la entidad de 
interés público creada por aquéllos. 
 
Tercera Época: 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-803/2002 . Juan Hernández Rivas. 7 de mayo de 2004. Unanimidad de votos. 
Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez. Secretario: Gustavo Avilés Jaimes. 
 
La Sala Superior en sesión celebrada el primero de marzo de dos mil cinco, aprobó 
por unanimidad de votos la tesis que antecede. 
 
Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005. Compilación Oficial, Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, páginas 559 y 560. 
 
  

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2002/JDC/SUP-JDC-00803-2002.htm
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Partido de la Revolución Democrática 
VS 
Consejo General del Instituto Federal 
Electoral 
 
Tesis IX/2003 

 
ESTATUTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. SU VIOLACIÓN CONTRAVIENE LA 
LEY.- De la interpretación del artículo 269, párrafos 1 y 2, inciso a), del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, en relación con el artículo 38 del citado 
ordenamiento legal, se puede desprender que cuando un partido político nacional incumpla 
sus disposiciones estatutarias, ello genera el incumplimiento de disposiciones legales, en 
virtud de que la obligación que pesa sobre los partidos políticos para conducir sus 
actividades dentro de los cauces legales, debe entenderse a partir de normas jurídicas en 
un sentido material (toda disposición jurídica constitucional, legal, reglamentaria o 
estatutaria que presente las características de generalidad, abstracción, impersonalidad, 
heteronomía y coercibilidad), como lo permite concluir la interpretación sistemática del 
artículo 41, párrafo segundo, fracción II, segundo párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en la parte en que se dispone que los partidos políticos tienen 
ciertas finalidades y que para su cumplimiento lo deben hacer de acuerdo con los 
programas, principios e ideas que postulan, así como de lo dispuesto en el propio artículo 
38, párrafo 1, incisos a), b), d), e), f), h), i), j), l), m) y n), del código en cita, ya que ahí se 
contienen prescripciones legales por las cuales se reconoce el carácter vinculatorio de 
disposiciones que como mínimos deben establecerse en sus documentos básicos y, 
particularmente, en sus estatutos. Al respecto, en el artículo 38 se prevé expresamente la 
obligación legal de los partidos políticos nacionales de ostentarse con la denominación, 
emblema y color o colores que tengan registrados; conducir sus actividades dentro de los 
cauces legales y ajustar su conducta y la de sus militantes a los principios del Estado 
democrático, respetando los derechos de los ciudadanos; mantener en funcionamiento 
efectivo sus órganos estatutarios, y comunicar al Instituto Federal Electoral las 
modificaciones a sus estatutos. Esto revela que el respeto de las prescripciones 
estatutarias —como en general, de la normativa partidaria— es una obligación legal. No es 
obstáculo para arribar a lo anterior, el hecho de que en dicho artículo 38 no se prevea 
expresamente a todos y cada uno de los preceptos que, en términos del artículo 27 del 
código de la materia, se deben establecer en los estatutos de un partido político, como 
tampoco impide obtener esta conclusión el hecho de que, en el primer artículo de 
referencia, tampoco se haga mención expresa a algunas otras normas partidarias que 
adicionalmente decidan los partidos políticos incluir en su normativa básica. Lo anterior es 
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así, porque si en la Constitución federal se reconoce a los principios, programas e ideas de 
los partidos políticos como un acuerdo o compromiso primario hacia el pueblo y 
especialmente para los ciudadanos, lo que destaca la necesidad de asegurar, a través de 
normas jurídicas, su observancia y respeto, en tanto obligación legal y, en caso de 
incumplimiento, mediante la configuración de una infracción que dé lugar a la aplicación de 
sanciones. En ese sentido, si los partidos políticos nacionales tienen la obligación de 
cumplir lo previsto en el Código Federal Electoral y ahí se dispone que deben conducir sus 
actividades dentro de los cauces legales, es claro que uno de dichos cauces es el previsto 
en las normas estatutarias. 
 
Tercera Época: 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-041/2002 . Partido de la Revolución Democrática. 28 de 
marzo de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez. 
Secretario: José Félix Cerezo Vélez. 
 
Notas: El contenido del artículo 41, párrafo segundo, fracción II, segundo párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, interpretado en esta tesis, 
corresponde con el 41, párrafo segundo, base I, párrafo segundo, de la Constitución 
vigente, asimismo, el artículo 269, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, corresponde con el 354, del ordenamiento vigente a la fecha de publicación de 
la presente Compilación. 
 
La Sala Superior en sesión celebrada el treinta y uno de julio de dos mil tres, aprobó 
por unanimidad de seis votos la tesis que antecede. 
 
Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 7, Año 2004, páginas 41 y 42. 
  

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2002/RAP/SUP-RAP-00041-2002.htm
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Democracia Social, Partido Político 
Nacional 
VS 
Consejo General del Instituto Federal 
Electoral 
 
Tesis LXII/2002 
 

EMBLEMA DE UN PARTIDO POLÍTICO. SU OBJETO JURÍDICO.- De una interpretación 
sistemática y funcional del artículo 27, apartado 1, inciso a) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, con el conjunto normativo del mismo 
ordenamiento, el emblema tiene por objeto caracterizar al partido político o la coalición con 
los elementos que sean necesarios para poderlos distinguir de manera clara y sencilla de 
otros partidos políticos o coaliciones, y ser identificados por las autoridades electorales o de 
cualquier especie, por la ciudadanía y por cualquier interesado, como medio 
complementario y reforzatorio a su denominación y al color o colores señalados en sus 
estatutos, y aunque resulte factible que mediante un emblema se pueda identificar a una 
parte de un todo, como suele ocurrir en los casos de las marcas, o pudiera considerarse 
aceptable que se identifique individualmente a ciertos miembros de una persona moral, 
sean sus directivos, afiliados, etcétera, en el ámbito positivo de la legislación electoral 
federal, el objetivo perseguido con el emblema es muy claro y muy concreto, y está 
consignado en la ley expresamente, de manera que la calidad representativa que le es 
inherente al concepto, debe encontrarse necesariamente en relación con la persona moral, 
el partido político nacional al que corresponda, o con el conjunto de éstos que se coaligan. 
Lo anterior se robustece si se atiende a que con la formación correcta y adecuada y el uso 
permanente y continuo del emblema por parte de los partidos políticos en sus diversas 
actividades y actos de presencia, puede constituir un importante factor para que dichos 
institutos penetren y arraiguen en la conciencia de la ciudadanía, y esto a su vez puede 
contribuir para el mejor logro de los altos fines que les confió la Carta Magna en el sistema 
constitucional de partidos políticos, porque al ser conocidos y lograr cierto arraigo en la 
población, se facilitará de mejor manera que puedan promover la participación del pueblo 
en la vida democrática, contribuir así a la integración de la representación nacional y hacer 
posible el acceso de los ciudadanos al poder público en conformidad con los principios 
constitucionales y legales con los que se conforma el sistema electoral. 
 
Tercera Época: 
 



 
DIRECCIÓN GENERAL DE JURISPRUDENCIA 

 

 
Recurso de apelación. SUP-RAP-038/99  y acumulados. Democracia Social, Partido 
Político Nacional. 7 de enero de 2000. Mayoría de seis votos. Ponente: Leonel Castillo 
González. Disidente: José Luis de la Peza. Secretario: Arturo Fonseca Mendoza. 
 
La Sala Superior en sesión celebrada el treinta de mayo de dos mil dos, aprobó por 
unanimidad de votos la tesis que antecede. 
 
Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 6, Año 2003, páginas 132 y 133. 
  

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/1999/RAP/SUP-RAP-00038-1999.htm
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Partido de Centro Democrático 
 
VS 
 
Tribunal Electoral del Estado de México 
 
Tesis LXXXIII/2001 
 

 
PARTIDOS POLÍTICOS NACIONALES. REQUISITOS QUE DEBEN SATISFACER 
PARA OBTENER EL REGISTRO COMO PARTIDOS POLÍTICOS ESTATALES CUANDO 
HAN PERDIDO AQUEL CARÁCTER (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO).- De la 
interpretación sistemática de los artículos 33 al 47, del Código Electoral del Estado de 
México, se desprende que en esa entidad federativa, para obtener el registro como partido 
político local existen dos procedimientos, uno regulado por los artículos 38 a 47 de la propia 
legislación electoral en cita, y otro, para los partidos políticos nacionales que hubiesen 
perdido su registro en las elecciones federales anteriores, previsto por el artículo 37 de 
dicho código. En cuanto a este último procedimiento, el partido político nacional que hubiere 
perdido su registro como tal, y que pretenda obtenerlo como partido político local debe 
satisfacer, lo siguiente: 1°. Cumplir con todos los requisitos para la constitución de partido 
político local con excepción de lo señalado en los artículos 39, fracción II y 43 del propio 
código; 2°. En la elección local inmediata anterior de ayuntamientos, haber postulado 
candidatos propios en al menos la mitad de los municipios y haber obtenido por lo menos el 
1.5% de la votación válida emitida en dicha elección; y además de lo anterior, 3°. En la 
elección inmediata anterior de diputados, haber postulado candidatos propios en al menos 
la mitad de los distritos y haber obtenido por lo menos el 1.5% de la votación válida emitida 
en esa elección. Esto es así en razón de que cuando el legislador local empleó la frase: “... 
hubiere obtenido por lo menos el 1.5% de la votación válida y hubiere postulado candidatos 
propios en al menos la mitad de los municipios y distritos ...”, evidentemente se refirió al 
porcentaje de votación relacionado con cada una de las elecciones en lo individual y no en 
forma conjunta, ya que si su intención hubiese sido la de crear una fórmula que pretendiera 
conjugar los resultados de la votación obtenidos por un partido político en dos elecciones 
distintas y de ese resultado determinar qué porcentaje del mismo sería necesario para 
obtener el registro como partido político local, así la hubiese establecido, con una frase que 
dijera, por ejemplo, “la suma de los resultados de las elecciones”, o bien, “los resultados 
combinados de las elecciones de diputados y ayuntamientos” u otra parecida, sin embargo, 
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ello no fue así. 
 
Tercera Época: 
 
 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-510/2000  y acumulado. Partido de 
Centro Democrático. 24 de enero de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta 
Navarro Hidalgo. Secretario: Jacob Troncoso Ávila. 
 
 
La Sala Superior en sesión celebrada el quince de noviembre de dos mil uno, aprobó 
por unanimidad de votos la tesis que antecede. 
 
Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 5, Año 2002, páginas 110 y 111. 
 
  

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2000/JRC/SUP-JRC-00510-2000.htm
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Democracia Social, Partido Político 
Nacional 
VS 
Junta General Ejecutiva del Instituto 
Federal Electoral 
 
Tesis XXXII/2001 

 
PARTIDOS POLÍTICOS NACIONALES. SE RIGEN PREPONDERANTEMENTE POR LA 
CONSTITUCIÓN Y LEYES FEDERALES.- El régimen jurídico creado para regular de 
modo prioritario y preponderante, los actos y hechos jurídicos relacionados con la 
formación, registro, actuación y extinción de los partidos políticos nacionales, se encuentra 
previsto directamente en las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como en la legislación federal contenida en el Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales y en otros ordenamientos, y no en las 
legislaciones estatales o del Distrito Federal. Para arribar a la anterior conclusión, se tiene 
en cuenta que, en el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se fijan las bases relativas a la existencia y regulación de la vida de los partidos 
políticos nacionales, se determinan sus fines y prerrogativas, y se reserva a la ley 
secundaria la determinación de las formas específicas de su intervención en los procesos 
electorales; estas bases constitucionales revelan que, en principio, todo lo relacionado con 
la constitución, registro, prerrogativas y obligaciones en lo general de los partidos políticos 
nacionales, se encuentra encomendado a las autoridades federales, tanto en el ámbito 
legislativo, como en los demás ramos. En ejercicio de esas atribuciones constitucionales, el 
Congreso de la Unión expidió el Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, que reglamenta las bases generales del sistema electoral federal, incluidas las 
relativas a la organización, función y prerrogativas de los partidos políticos y las 
agrupaciones políticas. De lo antes expuesto se puede concluir que, en principio, es en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, donde se establece la normatividad rectora de 
los partidos políticos nacionales, toda vez que en aquella se prevé su existencia y se fijan 
ciertas bases sobre los mismos, mientras que en el segundo se desarrollan las normas 
constitucionales, estableciendo un sistema integral regulatorio de los partidos políticos 
nacionales. Lo anterior se robustece si se toma en cuenta que la existencia de los partidos 
políticos trasciende al ámbito territorial de cualquier entidad federativa, por lo que es 
innecesario que en la normatividad electoral de cada una de las entidades federativas o del 
Distrito Federal, se establezcan disposiciones referidas a la existencia de los partidos 
políticos nacionales, debiéndose limitar a incluir las reglas que estimen necesarias para dar 
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cauce y orden a las relaciones que necesariamente se entablan entre las autoridades 
locales y los partidos políticos nacionales, con la intervención de éstos en las actividades y 
órganos electorales de tales entidades y en los procesos electorales que organizan, llevan a 
cabo, vigilan y controlan dichas autoridades, todo esto sin interferir con la normatividad 
federal que contiene el estatuto jurídico integral de las citadas asociaciones de ciudadanos; 
de manera que, en las leyes del Distrito Federal y en las de los Estados no tiene por qué 
existir una regulación completa de todo lo concerniente a los partidos políticos nacionales, 
porque este objetivo corresponde a las leyes nacionales. 
 
Tercera Época: 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-043/2000 . Democracia Social, Partido Político Nacional. 
12 de octubre de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. 
Secretario: Rafael Rodrigo Cruz Ovalle. 
 
La Sala Superior en sesión celebrada el catorce de noviembre de dos mil uno, 
aprobó por unanimidad de votos la tesis que antecede. 
 
Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 5, Año 2002, páginas 111 y 112. 
  

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2000/RAP/SUP-RAP-00043-2000.htm
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Immer Sergio Jiménez Alfonzo y otro 
VS 
Consejo Estatal Electoral de Morelos 
 
Tesis XXIV/99 
 

ESTATUTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD 
ELECTORAL LOCAL ADOPTAR LAS MEDIDAS NECESARIAS A EFECTO DE 
SUBSANAR SUS DEFICIENCIAS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MORELOS).- 
Considerando que los partidos políticos, conforme al artículo 23 de la Constitución Política 
del Estado de Morelos, tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida 
democrática, así como contribuir a la integración de la representación estatal, hacer posible 
el acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público, de acuerdo a sus programas, 
principios e ideas que postulen; que corresponde al Instituto Estatal Electoral, la 
organización de las elecciones en corresponsabilidad con los partidos políticos, así como 
de una interpretación sistemática y funcional de los artículos 60, fracción III, in fine y 90, 
párrafo décimo sexto del Código Electoral para el Estado de Morelos, se obtiene que 
compete al Instituto Estatal Electoral promover lo necesario a efecto de subsanar las 
deficiencias en los estatutos de los partidos políticos, a efecto de que regularicen su vida 
interna. 
 
Tercera Época: 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 
SUP-JDC-020/99 . Immer Sergio Jiménez Alfonzo y Alberto Tapia Fernández. 12 de 
octubre de 1999. Unanimidad de 6 votos. Ponente: José Fernando Ojesto Martínez 
Porcayo. Secretario: Alfredo Rosas Santana. 
 
Notas: El contenido de los artículos 60, fracción III y 90, párrafo décimo sexto del Código 
Electoral del Estado de Morelos, interpretados en esta tesis, corresponde con los diversos 
43, fracción III y 106, fracción XXXVII del ordenamiento vigente a la fecha de publicación de 
la presente Compilación. 
 
La Sala Superior en sesión celebrada el once de noviembre de mil novecientos 
noventa y nueve, aprobó por unanimidad de votos la tesis que antecede. 
 
Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 3, Año 2000, páginas 44 y 45. 

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/1999/JDC/SUP-JDC-00020-1999.htm
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SUP-JDC-995/2015 
SALVADOR 

OLIMPO NAVA 
GOMAR 

Procedimiento de obtención de registro de una 
asociación civil como partido político estatal, respecto 
del procedimiento que deberá observar la asociación 
denominada  “Democracia Alternativa, Asociación Civil”, 
para constituirse en partido político estatal. 

La Sala Superior consideró que la constitución de un partido político 
estatal comprende de cuatro etapas, entre ellas,  aquella en que una 
vez realizados los actos relativos al procedimiento de constitución de 
un partido político estatal, presenta con la solicitud de registro, la 
declaración de principios, el programa de acción y los estatutos 
aprobados por sus miembros en términos de ley. 
En ese contexto, resolvió que la Organización actora, no pudo llevar 
a cabo la segunda fase, pero por razones ajenas a ella, ya que la 
autoridad administrativa electoral local estableció en los Lineamientos 
para la constitución de partidos políticos estatales, mayores 
requisitos a los previstos en la ley. 

Declaración de principios 

Programa de acción 
 

Estatutos 

SUP-JDC-153/2015 
SALVADOR 

OLIMPO NAVA 
GOMAR 

Resolución emitida por el Consejo General del Instituto 
Electoral del Estado de Querétaro relacionada con la 
negativa de registro del partido político Convergencia 
Ciudadana. 

De la asamblea que se llevó a cabo para la modificación de los 
estatutos, la Sala Superior concluyó que no se cumplieron con los 
requisitos exigidos en la propia normativa sobre la integración del 
quórum para la instalación y funcionamiento de dicha asamblea, por 
lo que estuvo afectada de nulidad. 

Estatutos 

Fecha: 5 de abril de 2016. 

Asunto: 

 
Análisis de los documentos básicos 
(declaración de principios, programa de 
acción y estatutos) para la constitución de un 
partido local.     
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SUP-JDC-2708/2014 
SALVADOR 

OLIMPO NAVA 
GOMAR 

Resolución del Consejo General del Instituto Electoral 
del Estado de Querétaro de 24 de diciembre de 2014, 
mediante la cual negó el registro como partido político 
estatal a la agrupación "Convergencia Ciudadana". 

Toda vez que en diversas ocasiones se apercibió a la agrupación 
“Convergencia Ciudadana”, cuyo propósito era obtener el registro 
como partido político local en Querétaro; para que modificara sus 
estatutos conforme a los requisitos mínimos legales, pero en la 
especie eso no sucedió, por ello le fue negado el registro. 

Estatutos 

SUP-JDC-2173/2014 PEDRO ESTEBAN 
PENAGOS LÓPEZ 

Resolución dictada por la Sala de Segunda Instancia del 
Tribunal Electoral del Estado de Guerrero, que revocó 
para efectos, el acuerdo dictado por el Consejo General 
del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de 
esa entidad, relacionado con la negativa de otorgar el 
registro como partido político estatal. 

Se determinó que la agrupación “Partido de los pobres de Guerrero” 
cumplió a cabalidad con las modificaciones solicitadas por la 
responsable, relacionadas con la legalidad de los estatutos de la 
mencionada agrupación. 

Estatutos 

SUP-JDC-425/2014 
MARÍA DEL 

CARMEN ALANIS 
FIGUEROA 

Resolución dictada por la Sala Electoral del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado de Querétaro, que 
confirmó la diversa emitida por el Consejo General del 
Instituto que determinó no procedente el otorgamiento 
del registro a la organización "Convergencia Ciudadana" 
como partido político estatal. 

En el caso la Sala Superior consideró que la declaración de 
principios, programa de acción y estatutos, deben cumplir con la 
finalidad de identificar y distinguir a cada partido político de los 
demás 

Declaración de principios 

Programa de acción 

Estatutos 

SUP-JDC-805/2013 JOSÉ ALEJANDRO 
LUNA RAMOS 

Sentencia dictada por el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial del Estado de Veracruz, en el juicio ciudadano 
local, que entre otras cuestiones, ordenó reponer 
nuevamente el procedimiento de registro de la 
organización “Democracia e Igualdad Veracruzana” 
como asociación político estatal. 

Se determinó que la responsable erróneamente concluyera que una 
vez subsanado el requisito de legalidad de los estatutos, primero 
estimara que si procedía el registro y en una resolución posterior 
determinara que no. 

Estatutos 

SUP-JDC-84/2013 CONSTANCIO 
CARRASCO DAZA 

Acuerdo emitido por el Consejo General del Instituto 
Estatal Electoral de Puebla que entre otras cuestiones, 

Se concluyó que la agrupación política debía subsanar las 
inconsistencias detectadas en sus estatutos en cuanto a establecer, 

Estatutos 
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declaró improcedente la  solicitud de registro de la 
agrupación política Pacto Social de integración como 
partido político estatal. 

con toda precisión y claridad el procedimiento y periodos de duración 
y renovación de los Delegados que forman parte de la asamblea 
general, así como duración y sustitución de los dirigentes partidistas. 

SUP-JDC-3218-2012 
MANUEL 

GONZÁLEZ 
OROPEZA 

La sentencia dictada por el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 
en el expediente, que confirmó el acuerdo emitido por el 
Consejo General del Instituto Electoral Veracruzano, por 
el cual se negó su registro de la Asociación Política 
Estatal “Democracia e Igualdad Veracruzana” como 
asociación política estatal. 

Se determinó que debía otorgarse a la agrupación política el derecho 
de audiencia para que estuviera en aptitud de adecuar sus estatutos 
conforme a la Constitución Política. 

Estatutos 

SUP-JDC-3134/2012 
SALVADOR 

OLIMPO NAVA 
GOMAR 

Resolución dictada por el Tribunal Electoral del Estado 
de Puebla, en el recurso de apelación interpuesto por el 
ahora actor contra el acuerdo emitido por el Consejo 
General del Instituto Estatal electoral que entre otras 
cuestiones, declaró improcedente su solicitud de registro 
para participar en el proceso electoral como partido 
político estatal. 

Después de realizar una valoración de la legalidad de los estatutos, 
determinó que no cumplían con lo señalado en la legislación electoral 
del estado de Puebla. 

En relación a la asamblea constitutiva mencionó que se satisficieron 
los requisitos para que pudieran ser consideradas apegadas a la 
norma. 

Declaración de principios 

Programa de acción 
 

Estatutos 

 


